


SENTENCIA NÚMERO: DOSCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE
En la ciudad de Córdoba, a los once días del mes de diciembre de dos mil quince, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "BERTONA, JORGE HÉCTOR C/ TRIBUNAL DE DISCIPLINA DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Nro. 1396563), con motivo del recurso de casación interpuesto por el actor a fs. 134/143vta..

Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1.- Con fundamento en las causales previstas en el artículo 45 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, el actor interpuso recurso de casación (fs. 134/143vta.) en contra de la Sentencia Número Setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticuatro de junio de dos mil trece (fs. 119/133vta.) que resolvió: "1º) Rechazar en todos sus términos la demanda deducida en autos por el Sr. Jorge Héctor Bertona, confirmando la legitimidad de los actos administrativos impugnados. 2º) Con costas a la parte actora...", el cual fue concedido mediante Auto Número Noventa y nueve del catorce de abril de dos mil catorce (fs. 155/156vta.).


2.- En aquella Sede se corrió traslado del recurso a la demandada (fs.144), quien lo evacuó a fs. 151/152vta. solicitando su rechazo, con costas.


3.- A fs. 161 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido desfavorable a la procedencia del remedio articulado (Dictamen C.A. N° 570 del dos de julio de dos mil catorce, fs. 162/164).


4.- A fs. 165 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 166), deja la causa en estado de ser resuelta.

5.1.- Con sustento en el motivo sustancial de casación (arts. 45 inc. a) de la Ley 7182 y 383, inc. 1) del C.P.C. y C.), el recurrente denuncia que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente, por cuanto se ha incurrido en una errónea aplicación del artículo 78 de la Ley 5805 (texto Ley 7158), en virtud de una parcial -y por ello incorrecta- reconstrucción de los hechos de la causa.
Estima que el decisorio recurrido fue dictado con violación del principio de congruencia (citra petita), al omitir decidir una de las cuestiones propuestas por el actor y contestada por el demandado, referida a los efectos que sobre la prescripción de la acción disciplinaria tuvo el Auto Número 34 dictado por el Tribunal de Disciplina el dieciséis de mayo de dos mil seis.
Afirma que la sentencia en crisis incurre en auto-contradicciones cuando considera en forma disímil y antagónica los términos a partir de los cuales se comienza a contar y aquéllos que dan término a la prescripción del artículo 78 de la Ley 5805 y en cuanto declara aplicable al proceso administrativo del Tribunal de Disciplina la Ley 7158, por la cual dicha prescripción no se suspende ni se interrumpe por ningún acto del proceso administrativo, incluyendo la sentencia recurrida por reconsideración.
Explica que en esa inteligencia de la ley, la Cámara a quo consideró que la prescripción no se habría operado porque su término de inicio ocurrió cuando la sentencia condenatoria del actor quedó "firme" con el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del siete de octubre de dos mil tres que rechazó el recurso directo.

Cuestiona que la Sentenciante considere que la potestad sancionatoria no prescribió porque el Tribunal de Disciplina de Abogados dictó con fecha ocho de septiembre de dos mil cinco la Sentencia Número 58, y resalta que dicho resolutorio -recurrido en tiempo y forma- jamás se encontró firme, ni agotó la instancia administrativa.
Estima que el decisorio recurrido -en contra de lo dispuesto por el artículo 78 de la Ley 5805-le dio efectos interruptivos a un acto intermedio del proceso administrativo disciplinario, sin tomar en consideración que la sentencia del Tribunal de Disciplina no se encontraba firme y que fue objeto del recurso de reconsideración que recién se resolvió el dieciséis de mayo de dos mil seis, transcurrido el plazo de dos años.
Solicita que se revoque la sentencia impugnada por el recurso de casación y, en consecuencia, se dejen sin efecto las resoluciones del Tribunal de Disciplina, sobreseyéndosele en la causa, por prescripción de la acción disciplinaria incoada en su contra, con costas.

5.2.- Con fundamento en idéntico motivo de casación (art. 45 inc. a) de la Ley 7182) invoca que la Sentenciante incurrió en una errónea aplicación del artículo 78 de la Ley 5805 (texto Ley 7158) por la falsa representación de los hechos de la causa.

Denuncia que el vicio del decisorio atacado importa un error ostensible de tal magnitud que conspira contra la motivación y la conclusión a la que se ha arribado. Cita doctrina.
Aduce que se configura un error "in iudicando" debido a la incorrecta (por incompleta) reconstrucción de los hechos de la causa, que no considera ni valora el dictado del Auto Número 34 del Tribunal de Disciplina del dieciséis de mayo de dos mil seis que desestimó el recurso de reconsideración deducido, dejó firmes en sede administrativa los actos recurridos y abrió la instancia jurisdiccional pertinente.
Pone de manifiesto que la norma aplicable era el artículo 78 de la Ley 5805 -vigente al momento de la comisión de las conductas reprochadas-, de modo que el procedimiento administrativo incoado no suspendía ni interrumpía la prescripción de los plazos fijados en dicha norma hasta tanto no hubiera resolución firme que le pusiera fin, agotando la vía y habilitando la instancia jurisdiccional.
Añade que resultó erróneo el análisis de la defensa de prescripción que efectuó la Juzgadora al considerar que el procedimiento administrativo disciplinario concluyó con la Sentencia Número 58/05, y no con el Auto Número 34/06, ambos del Tribunal de Disciplina.

Acusa que de esta manera, omitiéndose los hechos de la causa, se resolvió que la defensa de prescripción no prosperara porque a la fecha del dictado de la sentencia del Tribunal de Disciplina no habían transcurrido los dos años, pese a que tal resolución no adquirió firmeza, lo que sólo aconteció con el Auto Número 34/06.

5.3.- El casacionista aduce una violación al principio de congruencia -por defecto- (art. 383, inc. 1) del C.P.C. y C.) que genera como consecuencia que la sentencia sea dictada "citra petita".
Explica que la Sentenciante omitió considerar hechos controvertidos que fueron debidamente introducidos en la litis.

5.4.- Aduce que el fallo recurrido incurre en una auto-contradicción, cuando remite a la sentencia "firme" para aplicarla tanto al comienzo, como al cumplimiento de la prescripción.

Relata que la Sentenciante -siguiendo los lineamientos de este Superior Tribunal de Justicia- sostuvo que cuando en una causa disciplinaria se imputan hechos que son los mismos que dieron origen a una causa penal, la resolución de esta última -con sentencia "firme"- es el término a partir del cual se debe computar la prescripción del artículo 78 de la Ley 5805.
Expone que si se considera que en el caso de autos, la sentencia penal firme es la dictada por la Corte el siete de octubre de dos mil tres, a la fecha del dictado del Auto que confirmó la sanción aplicada -dieciséis de mayo de dos mil seis- había prescripto la potestad sancionatoria.
Resalta que la sentencia incurre en una auto-contradicción, cuando considera -con parámetros disímiles- los términos "desde cuando" y "hasta cuando" transcurren los plazos de prescripción, en tanto la prescripción de la acción disciplinaria comienza a correr desde que existe resolución "firme" en sede penal y se interrumpe (sic) con el dictado de la sentencia del Tribunal de Disciplina, aunque el trámite no esté agotado y dicha decisión hubiese sido objeto de recurso de reconsideración.
Expresa que la Juzgadora estimó que la norma del caso era el artículo 78 de la Ley 5805 (Ley 7158) por ser el vigente al momento de la comisión del hecho, siendo aplicables las modificaciones introducidas a dicha norma por la Ley 9243.

Cuestiona lo resuelto por la Sentenciante que, por un lado, declara aplicable el artículo 78 de la Ley 5805 (Ley 7158) que no contempla la interrupción ni la suspensión de la prescripción hasta el agotamiento de la vía administrativa y, por el otro, interrumpe el curso de la prescripción en virtud del dictado de la Sentencia Número 58/05, que jamás quedó firme ni agotó el procedimiento sancionatorio.

6.- La instancia extraordinaria local ha sido deducida en tiempo oportuno, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).


Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.

7.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, la Cámara a quo rechazó la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta por el Doctor Jorge Héctor Bertona y, consecuentemente, confirmó la legitimidad de la Sentencia Número Cincuenta y ocho del ocho de septiembre de dos mil cinco (fs. 33/36) y de su confirmatorio, el Auto Número Treinta y cuatro del dieciséis de mayo de dos mil seis (fs. 41/42), ambas resoluciones dictadas por la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados de la Provincia, mediante las cuales se le aplicó la sanción de suspensión por seis meses en el ejercicio de la profesión, entendiendo que el actor había incurrido en la falta prevista en el artículo 50 de la Ley 5805 -falta de ética-.
La decisión del Tribunal a quo se estructuró sobre las siguientes premisas:

a) Al actor se le imputó haber incurrido en falta a la ética profesional -art. 50 de la Ley 5805- en virtud de que por Sentencia Número 12/1999, dictada por la Cámara Novena del Crimen de la ciudad de Córdoba en la causa caratulada "Pompas Jaime y otros p.ss.aa. de defraudación calificada por administración fraudulenta", fue declarado partícipe necesario de dicho delito. En relación a tal imputación, el actor ejerció su derecho de defensa, y la necesidad de contar con un pronunciamiento penal firme en relación a los hechos atribuidos, constituyó el presupuesto ineludible de la posterior sanción disciplinaria (cfr. fs. 128 y vta.).

b) En el caso, los hechos analizados en sede penal que en definitiva motivaron la condena al actor, son los que también justificaron la aplicación de la sanción disciplinaria en el acto administrativo que se impugna, por lo que resulta ajustado a derecho el actuar que decidió extender el plazo de suspensión de la prescripción hasta que la causa penal sustanciada contra el actor quedara firme (cfr. fs. 130 y vta.).

c) La conducta sancionada, es de aquellas que tiene repercusión sobre la actividad técnica, ya que el decoro propio de la función que ejerce todo abogado, impide incurrir en un comportamiento tan contrario a derecho que debió ser sancionado penalmente, no obstante la apreciación de tales circunstancias constituye una valoración de carácter subjetivo sujeta al control judicial de razonabilidad (cfr. fs. 131vta./132).

d) Los graves hechos por los cuales se sancionó penalmente al actor, resultan impropios de la conducta que debe observar todo abogado, aun cuando no se encuentre en el ejercicio de la actividad específica, porque ocasiona un deterioro y desprestigio a la profesión (cfr. fs. 132vta.).
Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo el actor.
8.- Como es sabido, el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia, por los motivos de derecho específicamente previstos por nuestro ordenamiento procesal (art. 45, Ley 7182), cuya fundamentación debe ser expresa, correspondiendo al recurrente "...impugnar idóneamente los elementos que sustentan el fallo, explicando en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y por qué éste debe variar..." (de la Rúa, Fernando, El Recurso de Casación, Ed. Zavalía, Bs. As., 1968, pág. 464).


En el sub lite, el recurrente esgrime sus agravios entremezclando los motivos casatorios que denuncia, ya que califica como errores in iudicando la fijación de los hechos de la causa y la valoración de la prueba realizada por la Cámara, aspectos que se subsumen en el motivo formal de casación.


Tal deficiencia, dificulta la individualización de los vicios denunciados, sin cumplimentar con lo establecido en el artículo 46 ib. que impone que "...Deberá indicarse separadamente cada motivo debidamente fundado..." (doctrina de esta Sala en: A.I. Nro. 58/1994 "Febre...", Auto Nro. 249/1996 "Curtino...", Sentencias Nro. 105/1998 "Mansilla, Walter...", Nro. 131/2001 "Larghi...", Nro. 20/2002 "Cuerpo de Regulación de Honorarios...", Nro. 69/2003 "Instituto Sidus I.C.S.A.", Nro. 12/2005 "Laboratorios Armstrong S.A.C.I. y F. ...", Nro. 27/2005 "Productos Roche S.A.Q. e I. ...", Nro. 33/2005 "Pfizer S.A.C.I. ...", entre muchos).

No obstante, a fin de no incurrir en un ritualismo formal, es doctrina de esta Sala que el error en la denominación del motivo de casación no obsta a su admisión bajo la causal correcta (A.I. Nro. 1/1996 "Pedraza...", Sent. Nro. 217/2000 "Frigorífico Tinnacher S.A. ...", entre otros) si se sortea el recaudo de fundamentación suficiente, lo que permite analizar la viabilidad de los agravios invocados a la luz de la normativa aplicable (iura novit curia).
9.- Discernida la cuestión referida al encuadramiento de los agravios planteados por el casacionista y a los fines de examinar la viabilidad anulatoria de las objeciones formuladas en contra del pronunciamiento dictado, es oportuno efectuar una síntesis de las constancias de autos.

a) La sucesión de los hechos sancionados penalmente y calificados como faltas de ética profesional, culminaron con la aceptación de la donación con cargo por el Banco Social, formalizada mediante la Escritura Pública de fecha catorce de diciembre de mil novecientos noventa y dos (fs. 26). 

b) Por Sentencia Número Doce de fecha veintiséis de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, dictada por la Cámara Novena del Crimen en la causa caratulada "Pompas Jaime…" se declaró al actor partícipe necesario del delito de defraudación calificada por administración fraudulenta (arts. 45 y 174 inc. 5 -en función del art. 173 inc. 7-) y se le impuso la pena de tres años de prisión, cuyo cumplimiento se dejó en suspenso, con costas, con las obligaciones detalladas (cfr. fols. 13/25vta. del Expte. Adm. Nro. 1857348).
c) Por Auto Número Trescientos noventa y nueve de fecha diecinueve de octubre de dos mil uno el Tribunal Superior de Justicia, mediante su Sala Penal, declaró formalmente inadmisible el recurso de casación (cfr. fs. 29).
d) La denuncia que dio comienzo a las actuaciones administrativas es del ocho de noviembre de dos mil uno (cfr. fol. 1, expte. adm. cit.). 
e) Con fecha diecisiete de septiembre de dos mil tres, la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina de Abogados dispuso la apertura del sumario, decisión notificada al recurrente el tres de octubre de dos mil tres (cfr. fols. 27/40, expte. adm. cit.).
f) Con fecha siete de octubre de dos mil tres, la Corte Suprema de Justicia de la Nación rechazó el recurso directo deducido (cfr. fol. 58, expte. adm. cit.). 
g) La apertura a prueba tuvo lugar el veintinueve de octubre de dos mil tres y fue notificada el tres de noviembre de ese año; el cierre de la etapa probatoria se dispuso el veintiocho de abril de dos mil cuatro y fue notificado el treinta de abril de ese año (cfr. fols. 48/63, expte. adm. cit.).
h) Por Sentencia Número Cincuenta y ocho dictada el ocho de septiembre de dos mil cinco y notificada el diecinueve de septiembre de ese año, el Tribunal de Disciplina sancionó al actor (cfr. fols. 69/72 y 76 del expte. adm. cit.).

i) Contra dicha resolución el actor interpuso recurso de reconsideración, el que resultó desestimado mediante el Auto Número Treinta y cuatro dictado el dieciséis de mayo de dos mil seis (cfr. fols. 74/75vta., 81/82 y 83 ib.).

j) Con fecha treinta de junio de dos mil seis el actor interpone demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción cuestionando la legitimidad de los actos administrativos previamente relacionados. La Cámara a quo dictó la sentencia que se recurre en el subexamine con fecha veinticuatro de junio de dos mil trece (cfr. fs. 1/18vta. y 119/133vta.).
De todo lo expuesto se infiere que entre el catorce de diciembre de mil novecientos noventa y dos -momento considerado para tener como acaecidos los hechos imputados al actor- y el ocho de septiembre de dos mil cinco -fecha en que se le aplica la sanción de suspensión por seis meses en el ejercicio de la profesión- transcurrieron casi trece años. 

Pero además, si se suma el tiempo que fue necesario para agotar la vía administrativa, ocurrir a la sede judicial impugnando la legitimidad de los actos dictados por la demandada y obtener un pronunciamiento sobre la cuestión debatida por parte del Tribunal a quo, dicho plazo se extiende a casi veintiún años.
10.- Efectuado el repaso de las constancias conducentes, ha menester destacar que constituye una doctrina sustentada por este Tribunal Superior, que se ha fortalecido por su continuo seguimiento, que la imposición de una sanción administrativa presupone el respeto ineludible del principio fundamental del debido proceso y del derecho de defensa (vid T.S.J., Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 12/1996 "Esteban, Elsa E. c/..."; Sent. Nro. 203/1999 "Ríus, Guillermo Clemente c/..."; Sent. Nro. 48/2000 "Zeverín Escribano, Alejandro c/..."; Sent. Nro. 102/2001 "Benassi, Rubén Darío c/...", entre otras).

El debido proceso adjetivo y el derecho de defensa, garantías constitucionales salvaguardadas en los artículos 19 inciso 9 y 23 inciso 13 de la Constitución Provincial, 18 y 75 inciso 22 de la Ley Fundamental de la Nación y 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, exigen inexcusablemente el conocimiento de la acusación, que deberá formularse dando detalles de los hechos considerados punibles y de la participación del agente en ellos.

Esta garantía impone como requisito insoslayable que en todo trámite destinado a comprobar la existencia de una falta administrativa, la Administración respete el derecho del agente a ser oído, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión fundada en un tiempo razonable. 

A su respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos expresamente ha decidido que las garantías judiciales del artículo 8 de la Convención no se limitan a los recursos judiciales, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales (Caso "Ivcher Bronstein" del 06/02/2001). Como señala la doctrina, el efecto útil hallado en la norma le permitió afirmar a la Corte Interamericana que los órganos jurisdiccionales, como los que ejercen funciones de naturaleza jurisdiccional, tienen el deber de "adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso..." (cfr. ALBANESE, Susana, "El Sistema Regional Americano de Derechos Humanos" en ALBANESE, Susana y Otros, Derecho Constitucional, Editorial Universidad, Buenos Aires, 2004, pág. 510).

El contenido esencial de las denominadas garantías judiciales ha sido expresamente extendido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al procedimiento administrativo en el caso "Baena, Ricardo y Otros (270 Trabajadores vs. Panamá)" del dos de febrero de dos mil uno, al señalar que "...Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula 'Garantías Judiciales', su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, 'sino [al] conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales' a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal..." (énfasis agregado).

En la observancia de estos principios se juega la efectividad de la tutela judicial efectiva y también de la tutela administrativa efectiva que supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia -a lo que cabe agregar, ante las autoridades administrativas competentes- y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirles sino por medio de un proceso -o procedimiento- conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y Sentencia de la C.S.J.N. de fecha 14/10/2004, en autos "A.937.XXXVI. Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER c/ Dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986" y comentario de Canosa, Armando N., "Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva" en R.A.P. Nro. 323, pág. 75).
11.- Entre los postulados que deben modular el procedimiento administrativo sancionador, ocupa un lugar relevante la garantía del plazo razonable, en virtud de la cual, el particular titulariza un derecho fundamental a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas, porque la demora prolongada puede llegar a constituir en sí misma, una violación de las garantías procesales.

Dicha garantía ha sido expresamente reconocida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación al pronunciarse en autos "L.216.XLV. Losicer, Jorge Alberto y otros c/ BCRA – Resol. 169/05…" (Fallos 335:1126) donde los apelantes reclamaban que se declarara extinguida la acción sancionatoria por prescripción.

En el pronunciamiento dictado se tuvo por acreditado que, pese al tiempo transcurrido entre los hechos infraccionales imputados y la aplicación de la sanción disciplinaria, la prescripción no se había producido debido a las interrupciones derivadas de las diversas diligencias procesales que tuvieron lugar. Sin perjuicio de ello, se estimó que el derecho a obtener una decisión en el plazo razonable al que alude el artículo 8 inciso 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, justificaba hacer lugar a la pretensión de los actores tendiente a que se declarase extinguida la acción sancionatoria.

En este sentido la Corte Suprema de Justicia de la Nación expresó que "…las garantías que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la inviolabilidad de su defensa en juicio y debido proceso legal (arts. 5°, 18 y 33 de la Constitución Nacional) se integran por una rápida y eficaz decisión judicial (Fallos: 300:1102)" de manera que "…el Estado con todos sus recursos y poder no tiene derecho a llevar a cabo esfuerzos repetidos para condenar a un individuo por un supuesto delito, sometiéndolo así a las molestias, gastos y sufrimientos, y obligándolo a vivir en un continuo estado de ansiedad e inseguridad, y a aumentar también la posibilidad de que, aun siendo inocente, sea hallado culpable" (Fal1os: 272:188)…". 

Sentadas las directrices a seguir en los procesos penales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación niega que "… el carácter administrativo del procedimiento sumarial pueda erigirse en un óbice para la aplicación de los principios reseñados, pues en el estado de derecho la vigencia de las garantías enunciadas por el art. 8 de la citada Convención no se encuentra limitada al Poder Judicial -en el ejercicio eminente de tal función- sino que deben ser respetadas por todo órgano o autoridad pública al que le hubieran sido asignadas funciones materialmente jurisdiccionales...".

Discernida tal cuestión, el Máximo Tribunal sostuvo que los jueces de la causa se encuentran autorizados a determinar -en cada caso- si se ha configurado un retardo injustificado en la decisión, mediante un examen objetivo del tiempo razonable en que deben sustanciarse los pertinentes sumarios o trámites sancionatorios.


En definitiva, la garantía fundamental del plazo razonable y el instituto de la prescripción deben ser examinados conjuntamente -como lo hace la Corte en el precedente citado- de modo que se arribe en el caso concreto, a la solución más ajustada a las garantías derivadas de las directrices constitucionales y convencionales vigentes.

12.- En idéntica tesitura garantista, el Máximo Tribunal federal al resolver el caso "Bonder Aaron (Emperador Compañía Financiera S.A.) y otros c/ B.C.R.A. s/ resol. 178/93" (Fallos 19/11/2013, considerandos 8º, 9º y 10º) -luego de repasar la doctrina sentada en el caso "Losicer"- recalcó que la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos tiene dicho que el derecho de acceso a la justicia implica que la solución de la controversia se produzca en un plazo razonable.
Consecuentemente, la Corte sostuvo que "…ante la ausencia de pautas temporales indicativas de esta duración razonable, tanto la Corte Interamericana -cuya jurisprudencia puede servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales (Fallos: 318: 514; 323: 4130, entre otros)- como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos -al expedirse sobre el punto 6.1 de la Convención Europea para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales que contiene una previsión similar- han expuesto en diversos pronunciamientos ciertas pautas para su determinación y que pueden resumirse en: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales y d) el análisis global del procedimiento (casos "Genie Lacayo vs. Nicaragua", fallada el 29 de enero de 1997, párrafo 77 y "López Álvarez v. Honduras", fallado ello de febrero de 2006; "Kbnig", fallado ello de marzo de 1980 y publicado en el Boletín de Jurisprudencia Constitucional 1959-1983 en Madrid por las Cortes Generales)…".

Más adelante señaló que la razón determinante para concluir que en el caso se vulneraba la garantía de la defensa en juicio de los recurrentes y su derecho a obtener una decisión en el plazo razonable, radica en el análisis global del procedimiento, que comprende tanto los tiempos del sumario llevado ante la sede administrativa como los tiempos de la instancia judicial de revisión.

Desde tal perspectiva se explicitaron las fechas en que se constataron las diferentes circunstancias examinadas en la causa: a) Infracción a las normas financieras (años 1982 y 1983); b) Resolución sancionatoria de la autoridad administrativa (año 1993); c) Remisión de las actuaciones a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (agosto de 1994) y d) Sentencia de la Cámara actuante (5 de febrero de 2008).

La Corte Suprema, tras realizar una reseña cronológica de las actuaciones administrativas y judiciales, concluyó que el transcurso de casi veintiséis años desde que ocurrieron los hechos investigados hasta que la Cámara dictó sentencia, resultaba injustificado, sin dejar de evaluar que no advertía que el caso se tratase de un asunto de especial complejidad o que la actuación procesal de los sancionados hubiese interferido en el normal desarrollo de los procedimientos.

En consonancia con lo expuesto, se afirma que debe privilegiarse el examen constitucional y convencional de los procedimientos, pues todas las autoridades -administrativas y judiciales- están obligadas a respetar la garantía de obtener una decisión en un plazo razonable consagrada en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos (cfr. DOS SANTOS, Marcelo B., "El caso ‘Bonder Aaron’: reafirmando la garantía de obtener el pronunciamiento en un plazo razonable en los procedimientos sancionatorios", Sup. Adm. 2014 (junio), 35 -LA LEY 2014- C, 525).

La propia Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que la garantía de obtener un pronunciamiento sin demoras indebidas no podía traducirse en un número fijo de días, meses o años. Su determinación, entonces, deberá consistir en un juicio de ponderación sobre el plazo razonablemente admisible para la sustanciación y decisión de un asunto, analizando en forma global la duración del trámite, sumando el lapso de tiempo en la administración y el lapso de tiempo en la justicia (cfr. SUÑÉ, Natasha, "Plazo razonable y regionalización del derecho administrativo", Sup. Adm. 2014 (junio), 40 -LA LEY 2014- C, 529).

13.- La constatación del retardo injustificado no logra desvirtuarse aunque la demandada asevere que no se había vencido el plazo de prescripción legalmente establecido. 
Como es sabido, la matriz principiológica del instituto de la prescripción de la acción que debe ser tenido en cuenta en todo procedimiento disciplinario, según el cual, el no ejercicio por parte de la Administración de la potestad sancionatoria que le compete durante el transcurso del tiempo legalmente determinado, extingue dicha prerrogativa estatal, se orienta hacia la tutela de la seguridad jurídica y, en especial, tiende a superar el estado de incertidumbre que se cierne en torno a la situación jurídica de quienes han sido imputados por una conducta supuestamente antijurídica (cfr. doctrina de esta Sala Cont. Adm. en Sent. Nro. 16/1997 "Pelegrin, Néstor Francisco c/ Provincia de Córdoba", Sent. Nro. 2/2003 "Gorriti, Esteban Estanislao c/ Tribunal de Disciplina de Abogados de la Provincia de Córdoba", entre otras).

Ciertamente, pese a la relevancia del instituto de la prescripción, el derecho a obtener un pronunciamiento en un plazo razonable, resulta ser un corolario del derecho de defensa que incluye el derecho del actor a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido y posible a su situación de incertidumbre (cfr. Fallos: 272:188; 300:1102 y 332:1492) y justifica la descalificación de un procedimiento sancionatorio que se ha dilatado más allá de los límites temporales admisibles.
Por otra parte, no es de recibo el argumento según el cual la demandada sustenta que su potestad sancionatoria comenzó a correr cuando quedó firme la sentencia condenatoria -lo que a su entender sucedió con la resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del siete de octubre de dos mil tres que rechazó el recurso de queja planteado-.

En efecto, el ente adujo al contestar la demanda, que "…tratándose de establecer si correspondía reproche ético a raíz de haber observado el profesional una conducta que mereció en sede judicial los calificativos que finalmente fueron atribuidos, es evidente (porque era presupuesto de la acción) que resultaba absolutamente necesario aguardar los resultados de la actuación jurisdiccional a través de una resolución firme, que otorgue certeza de que la misma o no podía ser modificada en ninguna otra etapa del proceso (ello, además, como garantía para el supuesto infractor)…" (fs. 66).

De lo expuesto surge que la defensa articulada por la demandada se sustenta en que antes de la sentencia firme no había certeza de la responsabilidad del actor, aseveración que contradice su propia actuación, toda vez que la apertura del sumario se decretó el diecisiete de septiembre de dos mil tres, es decir, con anterioridad al pronunciamiento de la Corte, lo que la tornaría prematura.

Esto por cuanto, no es dable sostener al mismo tiempo, por un lado, que no corría la prescripción porque no había certeza de los hechos y, por el otro, que procedía la apertura del sumario por los hechos atribuidos al actor.

Al confirmar lo resuelto por la demandada, la Cámara a quo ha inadvertido que al momento en que la causa penal queda firme con el rechazo del recurso de queja por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el siete de octubre de dos mil tres, el proceso sancionador ya tenía curso de ejecución en razón de que la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina de Abogados había dictado con fecha diecisiete de septiembre de dos mil tres, el decreto que admitió y abrió la causa disciplinaria en contra del Abogado Jorge Héctor Bertona -art. 77, Ley Nro. 5805-.
Tal inadvertencia convalida una auto-contradicción de la demandada que resulta incompatible con la corrección y la razonabilidad que debe presidir todo el actuar administrativo, máxime cuando se despliega en el ejercicio de su potestad disciplinaria.
14.- En definitiva, los agravios planteados por el recurrente se observan, a tenor de las garantías constitucionales y convencionales de impostergable aplicación como pautas de resolución del caso y de acuerdo con la acreditada dilación injustificada del ejercicio de la acción disciplinaria, suficientes para revertir lo resuelto por la Cámara a quo al confirmar los actos administrativos impugnados.


15.- Las consideraciones hasta aquí vertidas determinan la procedencia del recurso de casación interpuesto y la resolución de la litis en sentido favorable para el actor.


Por ello corresponde anular el fallo recurrido, debiendo acogerse la demanda instaurada declarando la nulidad de la Sentencia Número Cincuenta y ocho del ocho de septiembre de dos mil cinco y del Auto Número Treinta y cuatro del dieciséis de mayo de dos mil seis ratificatorio de la primera, ambos actos administrativos dictados por la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina de Abogados.


16.- En cuanto a las costas de ambas instancias, resulta justo y equitativo imponerlas por el orden causado, atento a las particularidades del caso bajo examen que impusieron un exhaustivo análisis de las garantías constitucionales en juego (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden correctamente la primera cuestión planteada y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:


Adhiero al voto del Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, voto en igual sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 134/143vta. en contra de la Sentencia Número Setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticuatro de junio de dos mil trece (fs. 119/133vta.) y, consecuentemente, anular dicho pronunciamiento en todos sus términos.


II) Hacer lugar a la demanda de plena jurisdicción deducida a fs. 1/18vta. y, en consecuencia, declarar la nulidad de la Sentencia Número Cincuenta y ocho del ocho de septiembre de dos mil cinco y del Auto Número Treinta y cuatro del dieciséis de mayo de dos mil seis ratificatorio de la primera, ambos actos administrativos dictados por la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina de Abogados.

III) Imponer las costas en ambas instancias por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).


Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


A mi juicio es correcta la solución dada a la presente cuestión por el Señor Vocal de primer voto, por lo que compartiendo sus conclusiones me pronuncio en igual sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:

I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 134/143vta. en contra de la Sentencia Número Setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticuatro de junio de dos mil trece (fs. 119/133vta.) y, consecuentemente, anular dicho pronunciamiento en todos sus términos.


II) Hacer lugar a la demanda de plena jurisdicción deducida a fs. 1/18vta. y, en consecuencia, declarar la nulidad de la Sentencia Número Cincuenta y ocho del ocho de septiembre de dos mil cinco y del Auto Número Treinta y cuatro del dieciséis de mayo de dos mil seis ratificatorio de la primera, ambos actos administrativos dictados por la Sala Séptima del Tribunal de Disciplina de Abogados.

III) Imponer las costas en ambas instancias por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).
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